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ASUNTO A TRATAR: 
 

Procede el Despacho a pronunciarse dentro del presente incidente de desacato, promovido por el 

señor OSCAR HERNANDEZ RIBERA, quien actúa en nombre propio, por el incumplimiento del fallo 

de tutela proferido el veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023) contra AIR-E S.A.S.E.S. P. 

 
HECHOS: 

 
En sentencia calendada Veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023), se tutelaron los derechos 

fundamentales al debido proceso y la igualdad del señor OSCAR HERNANDEZ RIBERA, contra AIR-E 

S.A.S.E.S. P, y se ordenó al representante legal de la empresa AIR-E S.A.S. E.S.P o/y a quien haga sus veces, 

que, dentro del término de 48 horas siguientes a la notificación de esta providencia, reestablecer y no 

suspender el servicio de energía mientras medie reclamación o petición sobre el servicio de energía. De 

acuerdo al artículo 155 de la ley 142 de 1994., en favor del señor OSCAR HERNANDEZ RIBERA. 

En resumen, el accionante consideró incumplido el fallo, porque pasadas las 48horas de notificado 

el fallo, la accionada debía cumplir con la decisión judicial de la autorización de reestablecer y no 

suspender el servicio de energía mientras medie reclamación o petición sobre este. Afirma que han 

transcurrido más de ocho (08) meses sin este servicio y le siguen llegando facturas en ese momento 

aproximadamente y la entidad se rehúsa a dar cumplimiento a la sentencia en la cual se tutelaron 

sus derechos. 

 
ACTUACIÓN SURTIDA: 

 
Inicialmente se realizó un requerimiento previo, el  cual  no fue contestado por la accionada, por lo cual 

este Despacho procedió a aperturar el incidente de desacato presentado por el señor OSCAR 

HERNÁNDEZ RIBERA, de conformidad a lo establecido en el artículo 27 Inciso 2° del Decreto 2591 de 

1991, mediante auto de fecha 07 de julio de 2023. 

 
Seguidamente y en aras de esclarecer los hechos y de brindar una mayor garantía de los derechos 

del accionante, así como del debido proceso de la parte accionada, teniendo en cuenta lo normado 

por los artículos 127 y 223 del C. G. del P., en auto de fecha 25 de julio de esta anualidad, se abre a 

prueba por el término de dos (02) días 

 

El presente incidente de desacato, promovido por el señor OSCAR HERNANDEZ RIBERA, contra AIR-

E S.A.S.E.S. P. 

 
No obstante, la entidad accionada AIR-E S.A.E.S.P, continuó renuente a presentar el informe de 

cumplimiento y al no aportar prueba que indique lo contrario a la realidad marcada en el incidente de 

desacato aun siendo notificado en debida forma y requerido, lo que genera dentro de este trámite, 

una sanción por desacato a la orden judicial, que habla el artículo 27 del Decreto 2591 de 1991. 

 

 
 
 
 
 
 

REF: INCIDENTE DE DESACATO 44-430-31-04-003-2023-00004-00, INTERPUESTO POR EL 

SEÑOR OSCAR HERNANDEZ RIBERA, CONTRA AIR-E S.A.S.E.S. P. 
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CONSIDERACIONES DEL DESPACHO 

El Decreto 2591 de 1991, que reglamenta la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la 

Constitución Nacional, en su artículo 27 señala lo siguiente: 

 
“Proferido el fallo que concede la tutela, la autoridad responsable 

del agravio deberá cumplirlo sin demora…” 

 
El artículo 52 del mismo Decreto dice: 

 
“La persona que incumpliere una orden de un juez, proferida con 

base en el presente decreto incurrirá en desacato sancionable con arresto 

hasta de seis meses y multa hasta de 20 salarios mínimos mensuales, salvo 

que en este decreto ya se hubiere señalado una consecuencia jurídica 

distinta y sin perjuicio de las sanciones penales a que hubiere lugar. 

 
La sanción será impuesta por el mismo juez mediante trámite incidental 

y será consultada al superior jerárquico quien decidirá dentro de los tres 

días  siguientes  si debe  revocarse la sanción.” 

 
Por su parte, el artículo 53 Ibídem establece: 

 
“El que incumpla el fallo de tutela o el juez que incumpla las funciones 

que le son propias de conformidad con este decreto incurrirá, según el caso, 

en fraude a resolución judicial, prevaricato por omisión o en las sanciones 

penales a que hubiere lugar. 

 
También incurrirá en la responsabilidad penal a que hubiere lugar quien 

repita la acción o la omisión que motivó la tutela concedida mediante 

fallo ejecutoriado en proceso en el cual hubiera sido parte.” 

 

Por su parte, la Honorable Corte Constitucional, en sentencia T-512/11, con ponencia del doctor 

JORGE IVÁN PALACIO PALACIO, dejó sentado que: 

 
“El incidente de desacato es un mecanismo de creación legal que procede a 

petición de la parte interesada, de oficio o por intervención del Ministerio Público, el 

cual tiene como propósito que el juez constitucional, en ejercicio de sus potestades 

disciplinarias, sancione con arresto y multa a quien desatienda las órdenes de tutela 

mediante las cuales se protejan derechos fundamentales. De acuerdo con su 

formulación jurídica, el incidente de desacato ha sido entendido como un 

procedimiento: 

 

(i) que se inscribe en el ejercicio del poder jurisdiccional sancionatorio; (ii) 

cuyo trámite tiene carácter incidental. La Corte Constitucional ha manifestado 

que la sanción que puede ser impuesta dentro del incidente de desacato tiene 

carácter disciplinario, dentro de los rangos de multa y arresto, resaltando que, 

si bien entre los objetivos del incidente de desacato está sancionar el 

incumplimiento del fallo de tutela por parte de la autoridad responsable, 

ciertamente lo que se busca lograr es el cumplimiento efectivo de la orden de 

tutela pendiente de ser ejecutada y, por ende, la protección de los derechos 

fundamentales con ella protegidos.” 

 
En el mismo sentido señala la Corte en la misma sentencia: 
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“La autoridad judicial que decide el desacato debe limitarse a 

verificar: “(1) a quién estaba dirigida la orden; (2) cuál fue el término 

otorgado para ejecutarla; (3) y el alcance de la misma. Esto, con el objeto 

de concluir si el destinatario de la orden la cumplió de forma oportuna y 

completa (conducta esperada). (Sentencias T-553 de 2002 y T-368 de 

2005). // Adicionalmente, el juez del desacato debe verificar si 

efectivamente se incumplió la orden impartida a través de la sentencia de 

tutela y, de existir el incumplimiento, debe identificar si fue integral o 

parcial. Una vez verificado el incumplimiento debe identificar las razones 

por las cuales se produjo con el fin de establecer las medidas necesarias 

para proteger efectivamente el derecho (…)”. 

 

Sobre los LÍMITES Y FACULTADES DEL JUEZ EN EL INCIDENTE DE DESACATO, entre otros aspectos del 

trámite en mención, la Corte Constitucional en la SENTENCIA T-271 DE 2015, precisó lo siguiente: 

 
“El incidente de desacato es un mecanismo de creación legal que procede a 

petición de la parte interesada, de oficio o por intervención del Ministerio 

Público, el cual tiene como propósito que el juez constitucional, en ejercicio de 

sus potestades disciplinarias, sancione con arresto  y multa a quien  desatienda 

las órdenes de tutela mediante las cuales se protejan derechos 

fundamentales...1 

Acorde con lo establecido legalmente, esta Corporación ha expresado que 

el desacato puede concluir con: “(i) la expedición de una decisión adversa al 

accionado, circunstancia en la cual debe surtirse el grado jurisdiccional de 

consulta ante el superior jerárquico con el propósito de que se revise la 

actuación de primera instancia, quien después de confirmar la respectiva 

medida, deja en firme o no la mencionada decisión para que proceda su 

ejecución, en ningún caso esta providencia puede ser objeto de apelación por 

no haber sido consagrada su procedencia por parte del legislador, y (ii) la 

emisión de un fallo que no impone sanción alguna, evento en el cual se da 

por terminado el respetivo incidente con una decisión ejecutoriada”2 

 

Así mismo, la Corte ha manifestado que la sanción que puede ser impuesta dentro del 

incidente de desacato tiene carácter disciplinario, dentro de los rangos de multa y 

arresto, resaltando que, si bien entre sus objetivos está sancionar el incumplimiento 

del fallo de tutela por parte de la autoridad responsable, ciertamente lo que se busca 

lograr es el cumplimiento efectivo de la orden de tutela pendiente de ser ejecutada y, 

por ende, la protección de los derechos fundamentales con ella protegidos.3 

 

Desde esa perspectiva, el incidente de desacato “debe entenderse como un 

instrumento procesal para garantizar plenamente el derecho constitucional a la 

administración de justicia del accionante (art. 229 C.P.), puesto que éste permite la 

materialización de la decisión emitida en sede de tutela, con lo cual no basta con que 

se otorgue a las personas la posibilidad de acudir a la tutela y que con ella se protejan 

sus derechos fundamentales, sino que existan medios que ayuden al cabal 

cumplimiento de la orden proferida por el juez constitucional.4 

 
(…) De acuerdo con lo anterior, el ámbito de acción del operador judicial en este caso 

está definido por la parte resolutiva del fallo 

 

1 Sentencia T-766 de 1998. 
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2 Sentencia T-171 de 2009. 
3 Sobre este punto consultar Sentencias T-014 de 2009, T-171 de 2009 y T-123 de 2010, entre otras. 
4 Sentencia T-171 de 2009. 

correspondiente5. En este orden de ideas, la autoridad judicial que decide el desacato 

debe limitarse a verificar: 

 
“(1) a quién estaba dirigida la orden; 

 

(2) cuál fue el término otorgado para ejecutarla; 

 

(3) y el alcance de la misma. Esto, con el objeto de concluir si el destinatario 

de la orden la cumplió de forma oportuna y completa (conducta 

esperada). (Sentencias T-553 de 2002 y T- 368 de 2005). 

Adicionalmente, el juez del desacato debe verificar si efectivamente se incumplió la 

orden impartida a través de la sentencia de tutela y, de existir el incumplimiento, debe 

identificar si fue integral o parcial. Una vez verificado el incumplimiento debe 

identificar las razones por las cuales se produjo con el fin de establecer las medidas 

necesarias para proteger efectivamente el derecho (…)”.6 

(…) En el trámite del desacato siempre será necesario demostrar la responsabilidad 

subjetiva en el incumplimiento del fallo de tutela. Sobre el particular esta Corporación 

ha señalado: 

“30.-Así mismo, el juez de tutela al tramitar el respetivo incidente tiene el 

deber constitucional de indagar por la presencia de elementos que van 

dirigidos a demostrar la responsabilidad subjetiva de quien incurre en 

desacato, por tanto, dentro del proceso debe aparecer probada la 

negligencia de la persona que desconoció el referido fallo, lo cual conlleva 

a que no pueda presumirse la responsabilidad por el sólo hecho del 

incumplimiento. De acuerdo con ello, el juzgador tiene la obligación de 

determinar a partir de la verificación de la existencia de responsabilidad 

subjetiva del accionado cuál debe ser la sanción adecuada – proporcionada 

y razonable – a los hechos7.’ 

31.-De acuerdo con las anteriores consideraciones se tiene que, al ser el 

desacato un mecanismo de coerción que surge en virtud de las facultades 

disciplinaria de los jueces a partir de las cuales 

 

5 En Sentencia T-014 de 2009 se indicó: “A este respecto se resalta, en primer lugar, que no es 
posible que las consideraciones que se hagan para decidir el incidente conduzcan a la reapertura 
del tema de fondo, ya decidido mediante la sentencia de tutela. En este sentido debe subrayarse 
que en ese momento procesal el referido fallo ha hecho tránsito a cosa juzgada, por lo que la 
decisión en él contenida resulta inmodificable y de obligatorio acatamiento, incluso para el juez que 
la hubiere proferido. Es claro entonces que nada en el incidente de desacato puede implicar la 
reconsideración de la decisión cuyo cumplimiento se busca, ni aún con la aquiescencia del 
beneficiario de aquélla, ni tampoco con la del juez que la originó. // El tema se limita entonces a 
examinar si la orden emitida por el juez de tutela para la protección del derecho fundamental, fue 
o no cumplida en la forma allí señalada. La decisión que debe adoptarse dentro de este incidente 
deberá tener como referente el contenido de la parte resolutiva de la sentencia de tutela cuyo 
cumplimiento se busca. Así, especialmente si la persona o autoridad accionada no ha estado 
enteramente inactiva, sino que realizó determinadas conductas a partir de las cuales alega haber 
cumplido con la orden de tutela que le fuera impartida, será entonces a partir del contenido de 
dicha parte resolutiva que podrá apreciarse la validez del reclamo planteado y/o las explicaciones 
de la autoridad o persona accionada.” 
6 Sentencia T-1113 de 2005. 
7 Cfr. Sentencia T-1113 de 2005. 
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pueden imponer sanciones consistentes en multas o arresto, éstas tienen 

que seguir los principios del derecho sancionador. En este orden de ideas, 

siempre será necesario demostrar que el incumplimiento de la orden fue 

producto de la existencia de responsabilidad subjetiva por parte del 

accionado, es decir, debe haber negligencia comprobada de la persona 

para el incumplimiento del fallo, quedando eliminada la presunción de la 

responsabilidad por el sólo hecho del incumplimiento. 

 

En conclusión, La jurisprudencia constitucional ha fijado algunos lineamientos a los que deben 

someterse los denominados incidentes de desacato, entre los cuales merecen mencionarse los 

siguientes: (i) la imposición de las sanciones por renuencia no agota la competencia del Juez para 

tomar las medidas tendientes a lograr el efectivo cumplimiento; (ii) a lo largo del trámite debe 

darse cabal observancia   al derecho  fundamental  al  debido  proceso  de  que  es   titular   el   

incidentado; (iii) éste sólo puede ser sancionado de comprobarse negligencia o renuencia al 

acatamiento, lo que supone un análisis subjetivo y descarta como suficiente el mero hecho de la 

desatención. 

CASO CONCRETO: 
 

Al analizar la información que obra en el expediente, se obtiene que la solicitud del señor OSCAR 

HERNANDEZ RIBERA, va encaminada a que se ampare sus derechos fundamentales ya tutelados, y 

se dé cumplimiento al fallo de tutela emitido el día Veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés 

(2023), en contra de AIR-E S.A. E.S.P., orientada al restablecimiento y la no suspensión del servicio de 

energía mientras medie reclamación o petición sobre el servicio de energía de acuerdo con el artículo 155 de la ley 

142 de 1994. 

En el asunto que concita la atención del despacho, se debe precisar que, la accionada AIR-E 

S.A.E.S.P., no atendió los requerimientos del despacho ni mucho menos rindió un informe de 

cumplimiento con respecto a la orden judicial emitida en la fecha 27 de abril de 2023, a razón de que 

a partir allí se han rebosado los términos a fin de acatar el fallo de tutela. 

Se observa que AIR-E S.A.E.S.P., ha sido renuente en atender a lo ordenado por el Juez Constitucional 

configurándose una burla o desatención a lo allí dispuesto, pues no demostró que haya adelantado 

las gestiones pertinentes para cumplir cabalmente con el fallo de tutela, muy a pesar de los 

requerimientos realizados por el despacho. 

Así las cosas, no queda más que inferir que la entidad AIR-E S.A. E.S.P., no ha atendido en  ningún 

sentido  la orden  impartida  por  esta  agencia judicial  en el  fallo N° 004 emitido el Veintisiete (27) 

de abril de dos mil veintitrés (2023), encaminada al restablecimiento y la no suspensión del servicio 

de energía mientras medie reclamación o petición sobre el servicio de energía de acuerdo con el 

artículo 155 de la ley 142 de 1994. 

 

Se advierte entonces que, la señora MARTHA LUCIA IGUARAN DAZA, y su superior jerárquico la 

señora HEYDY TATIANA CALDERON PRADO representante legal de la empresa AIR-E S.A.E.S.P., 

información tomada de la respuesta suministrada, por el Abogado del Área Jurídica de la empresa 

GONZALO PADILLA PALOMINO al correo electrónico del despacho el día 22 de junio de la anualidad 

que transcurre, oficio con fecha del 9 de junio del 2023, identificada como “REFERENCIA: 

CONSULTA SANCION INCIDENTE DE DESACATO PROMOVIDO POR OSCAR HERNANDEZ RIBERA 

CONTRA AIR-E S.A.S ESP. RADICACIÓN: 44-430-31-04- 003-2023-00004-00”  
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Asegura que: 

 ¨Se aclara que, al interior de AIR-E S.A.S. E.S.P., la persona designada como responsable comercial 

del departamento de La Guajira es la señora MARTHA IGUARAN DAZA, es ella, a través de su equipo, 

quienes se encargan del cumplimiento de los ordenado en la sentencia dictada por su despacho.¨ 

(sic). 

 

 

 

De acuerdo con lo anterior, también se encuentra el certificado de cámara de comercio con 

expedición de no menos de tres meses, el cual señala e individualiza a la señora HEYDY TATIANA 

CALDERON PRADO como representante legal de la empresa AIR-E S.A.E.S.P. 

 

 

Es así como la señora MARTHA LUCIA IGUARAN DAZA, y su superior jerárquico la señora HEYDY 

TATIANA CALDERON PRADO representante legal de la empresa AIR-E S.A.E.S.P., están asumiendo 

una conducta renuente y evasiva frente a los mandatos de esta autoridad judicial en la providencia 

en mención, a pesar de ser debidamente notificada, tal circunstancia se corrobora con las afirmaciones 

del accionante, quien da a conocer el incumplimiento del fallo de tutela a este juzgado. 

 
Se concluye sin lugar a dudas, que, el proceder de la señora MARTHA LUCIA IGUARAN DAZA, y su 
superior jerárquico la señora HEYDY TATIANA CALDERON PRADO representante legal de la empresa 
AIR-E S.A.E.S.P., ocasionan una ostensible vulneración de los derechos fundamentales amparados 
al señor OSCAR HERNANDEZ RIBERA; dejando ver a todas luces, su resistencia al cumplimiento de las 
órdenes impartidas en la providencia tantas veces mencionada. Así pues, no se requiere mayor análisis 
para arribar a la conclusión que, en este evento resulta procedente sancionar por desacato al fallo de 
tutela, a la señora MARTHA LUCIA IGUARAN DAZA, y su superior jerárquico la señora HEYDY TATIANA 
CALDERON PRADO representante legal de la empresa AIR-E S.A.E.S.P. 
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La sanción por desacato debiera consistir en el arresto hasta por seis (06) meses y el pago de una 
MULTA de DOS (2) SALARIOS MÍNIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES en favor del Consejo 
Superior de la Judicatura, por el incumplimiento del fallo de tutela Nº 004 de fecha Veintisiete (27) de 
abril de dos mil veintitrés (2023), proferido por este despacho judicial, en protección de su derecho 
fundamental al debido proceso del señor OSCAR HERNANDEZ RIBERA, identificado con la cédula de 
ciudadanía N° 14.450.704. 

 
Se advertirá a la señora MARTHA LUCIA IGUARAN DAZA, y su superior jerárquico la señora 

HEYDY TATIANA CALDERON PRADO representante legal de la empresa AIR-E S.A.E.S.P., que en 

todo caso continúa vigente la obligación de cumplir con el fallo de tutela de fecha Veinte (27) 

de abril de dos mil veintitrés (2023). De igual forma, este Despacho ordenará compulsar copias 

de la actuación surtida en este trámite incidental, a la Fiscalía General de Nación Seccional 

Guajira, para que se hagan las averiguaciones del caso, al quedar plenamente establecido que la 

señora MARTHA LUCIA IGUARAN DAZA, y su superior jerárquico la señora HEYDY TATIANA 

CALDERON PRADO representante legal de la empresa AIR-E S.A.E.S.P., no han acatado la 

providencia mencionada en esta decisión. Para el pago de la multa esta deberá cancelarse 

dentro de los veinte (20) días siguientes a la ejecutoria de la presente providencia a órdenes del 

Consejo Superior de la Judicatura, en la cuenta del Banco Agrario No. 3- 0820-000640-8, 

denominada MULTAS Y RENDIMIENTOS – Consejo Superior de la Judicatura. Por último, se 

ordenará realizar el reparto correspondiente en el Sistema Justicia Siglo XXI Web - TYBA, para 

que se surta el GRADO DE CONSULTA de que habla el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991. 

 

 En razón y mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Maicao (La Guajira), 

administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: DECLARAR a la señora MARTHA LUCIA IGUARAN DAZA, y su superior jerárquico la señora 

HEYDY TATIANA CALDERON PRADO representante legal de la empresa AIR-E S.A.E.S.P., incurrió en 

Desacato a la orden de tutela impartida por este Juzgado mediante Sentencia N°004 del Veintisiete 

(27) de abril de dos mil veintitrés (2023), proferida dentro del trámite de tutela adelantado por el 

señor OSCAR HERNANDEZ RIBERA. 

 

SEGUNDO: SANCIONAR con quince (15) días de arresto y MULTA de DOS (2) salarios mínimos legales 

mensuales vigentes en favor del Consejo Superior de la Judicatura, a la señora MARTHA LUCIA 

IGUARAN DAZA, y su superior jerárquico la señora HEYDY TATIANA CALDERON PRADO representante 

legal de la empresa AIR-E S.A.E.S.P., por haber incurrido en Desacato a la orden de tutela contenida 

en la Sentencia N° 004 del Veinte (27) de abril de dos mil veintitrés (2023). 

PARAGRAFO: PARA efectos de cancelar la multa aquí impuesta, dentro de los veinte  (20)  días  

siguientes  a  la  ejecutoria  de  la  presente  providencia  y  en  la cuenta del Banco Agrario No. 3 -0820- 

000640-8, denominada MULTAS Y RENDIMIENTOS   –   Consejo   Superior  de  la  Judicatura,   y  hacer   

llegar   a  este Juzgado dentro de dicho término, los comprobantes de las respectivas consignaciones, 

al correo electrónico institucional. De no atenderse oportunamente el pago de la referida multa, por 

Secretaría, EXPIDASE     fotocopia     autenticada     de     la     presente  providencia,  con  la constancia 

de encontrarse en firme, de ser primera copia y de prestar mérito ejecutivo  para  su  cumplimiento 

por  la vía  de la Jurisdicción  coactiva,  la cual deberá  remitirse  a  la  OFICINA  DE  JURI SDICCIÓN  

COACTIVA  DE  L A  DIRECCIÓN EJECUTIVA  DE       LA       ADMINISTRACIÓN       JUDICIAL,  junto  con  la  

información adicional de rigor. 

 

TERCERO: ADVERTIR a la señora MARTHA LUCIA IGUARAN DAZA, y su superior jerárquico la señora 

HEYDY TATIANA CALDERON PRADO representante legal de la empresa AIR-E S.A.E.S.P., que en todo 

caso continúa vigente la obligación de cumplir con el fallo de tutela de fecha Veintisiete (27) de abril 
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de dos mil veintitrés (2023). 

 

CUARTO: COMPULSAR copias de la actuación surtida a la Fiscalía General de Nación Seccional Maicao 

(La Guajira), conforme a lo dicho en la parte motiva de esta providencia. 

 

QUINTO: REALÍCESE el reparto Sistema Justicia Siglo XII Web - TYBA, con el fin de que se surta el grado 

de CONSULTA de que habla el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991. 

 

SEXTO: NOTIFICAR la decisión a las partes intervinientes, por el medio más expedito y eficaz. 

 

NOTIFÍQUESE Y CUMPLASE 

ADANIES RAFAEL IBARRA ARGOTE  
                                              JUEZ 


